
BOE núm. 310. Suplemento Martes 28 diciembre 1999 13

dicionado legalmente a rígidos requisitos de admisión,
cuando no quepa duda respecto de la procedencia y
la posibilidad real y efectiva de interponerlo, así como
de su adecuación para reparar la lesión de los derechos
fundamentales invocados en la demanda de amparo,
tal medio de impugnación debe ser utilizado antes de
impetrar el amparo constitucional (SSTC 337/1993,
347/1993, 354/1993, 377/1993, 83/1994,
132/1994, 140/1994, 152/1994, 287/1994,
318/1994, 3/1995, 17/1995, 31/1995, 192/1995,
193/1995 y 194/1995, y AATC 70/1991, 366/1991,
117/1992 y 206/1993)» (STC 191/1996; en el mismo
sentido, SSTC 93/1997, 13/1999, 110/1999,
155/1999, 173/1999).

Ciertamente, para estimar que concurre el óbice pro-
cesal consistente en la falta de agotamiento de la vía
por la no interposición del recurso de casación para la
unificación de doctrina, hemos matizado que «no basta
con alegar la abstracta procedencia del recurso a través
de vagas invocaciones, sino que corresponde a la parte
que pretende hacer valer su no interposición, como óbice
procesal, acreditar la posibilidad concreta de recurrir en
esta extraordinaria vía» (SSTC 210/1994 y 191/1996).
Pero, en el presente caso, no cabe poner en tela de
juicio dicha posibilidad, ni obligar a la parte que la aduce
a probarla, dado que, como ha quedado expuesto en
el fundamento jurídico precedente, se parte de un reco-
nocimiento expreso del demandante en amparo que,
pese a haber planteado la disparidad de doctrina y ser
consciente de la posibilidad de recurrir a la casación
para unificarla, decide no hacerlo y, por tanto, no da
a la jurisdicción ordinaria todas las posibilidades de reme-
diar la vulneración del derecho que ante nosotros denun-
cia. Sin que, por otra parte, pueda aducir que la inter-
posición del recurso de casación hubiera podido poner
en peligro el ulterior acceso al amparo constitucional,
pues en reiteradas ocasiones hemos afirmado que la
inadmisión del recurso de casación para la unificación
de doctrina por parte del Tribunal Supremo no comporta
que haya de tenerse por manifiestamente improcedente
o dilatoria a efectos del cómputo del plazo para recurrir
en amparo (vid., SSTC 11/1998, 60/1998, 63/1998,
74/1998 y 104/1998, entre otras).

Por todo lo expuesto, aplicando al caso nuestra rei-
terada doctrina relativa a la necesidad de interponer el
recurso de casación para unificación de doctrina cuando
esté abierto el cauce para efectuarlo, procede la inad-
misión del presente recurso de amparo [arts. 50.1 a)
y 44.1 a) LOTC].

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Declarar la inadmisión de este recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintinueve de noviembre de mil
novecientos noventa y nueve.—Carles Viver Pi-Sun-
yer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio Diego Gon-
zález Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Conde
Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmado
y rubricado.

24553 Sala Primera. STC 212/1999, de 29 de
noviembre de 1999. Recurso de amparo
4.140/1995. Promovido por doña María
Dolores Fuentes Hernández frente a los Autos
del Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de
Madrid que resolvieron su impugnación de la
tasación de costas del juicio de cognición con-
tra su Comunidad de Propietarios. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: reso-
luciones sobre condena en costas que dejan
imprejuzgada la limitación a una tercera parte
de la cuantía del litigio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo 4.140/95, interpuesto por
doña María Dolores Fuentes Hernández, representada
por la Procuradora doña María Pilar Rami Soriano y bajo
la dirección del Letrado don Rafael Cabrero Acosta, con-
tra los Autos de 6 y 21 de noviembre de 1995 dictados
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Madrid,
en incidente de tasación de costas del juicio de cognición
núm. 731/92. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha
sido Ponente el Magistrado don Pablo García Manzano,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 5 de
diciembre de 1995, doña María Dolores Fuentes Her-
nández anunció su propósito de interponer recurso de
amparo contra los referidos Autos, solicitando el nom-
bramiento de Abogado y Procurador de oficio para for-
mular la correspondiente demanda que, tras los nom-
bramientos oportunos, se presentó mediante escrito
registrado el 28 de marzo de 1996 y que se fundamenta
en los siguientes hechos:

a) Seguido ante el Juzgado de Primera Instancia
núm. 3 de Madrid el juicio de cognición 731/92 entre
la Comunidad de Propietarios del edificio sito en carre-
tera de Canillas, núm. 25-27, de Madrid, como deman-
dante, y doña María Dolores Fuentes Hernández y otro
como demandados, recayó Sentencia en la que se con-
denó en costas a la parte demandada.

b) Firme la Sentencia, se instó por la actora la tasa-
ción de costas, presentándose minuta por su Letrado
por importe de 95.000 pesetas más 14.250 de IVA,
en total 109.250 pesetas, practicándose la tasación por
dicha cuantía por el Secretario con fecha de 10 de marzo
de 1995, acordándose por providencia de 15 de marzo
de 1995 dar traslado a las partes por tres días sucesivos
para que pudieran, dentro de dicho plazo, impugnarla.

c) Esta providencia fue notificada a la ahora
recurrente el 22 de marzo de 1995, presentando escrito
el 24 de marzo de 1995 impugnando por excesivos
los honorarios del Letrado y por infringirse lo dispuesto
en el art. 523 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (en ade-
lante, L.E.C.), al no tenerse en cuenta la limitación de
la tercera parte de la cuantía del proceso, ya que en
su criterio, quedó fijada de común acuerdo por las partes
en la cantidad de 100.000 pesetas, por lo que la tasación
de costas no podía superar las 33.333 pesetas.
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d) Por providencia de 30 de marzo de 1995 se tuvo
por impugnada la minuta del Letrado por excesiva, acor-
dándose dar traslado al mismo por el término de dos
días. Esta providencia fue notificada a la Letrada de la
recurrente por correo certificado el 3 de abril de 1995,
y por providencia se acordó remitir los autos al Colegio
de Abogados de Madrid para la emisión del oportuno
informe, lo que igualmente fue notificado a la Letrada
de la recurrente por correo con fecha de 25 de abril
de 1995.

e) Con fecha de 28 de junio de 1995 la Junta de
Gobierno del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid
emitió dictamen en el que consideró conforme la minuta
presentada por el Letrado de la actora, y con fecha de
24 de octubre de 1995 se dictó Auto por el que, con
cita del art. 427 L.E.C., se consideró ajustada la minuta
presentada, desestimándose la impugnación de los
honorarios del Letrado minutante.

f) Con fecha 6 de noviembre de 1995, se dictó Auto
en el que, tras afirmarse que la tasación de costas prac-
ticada el 10 de marzo de 1995 no fue impugnada por
las partes, se acordó aprobarla sin ulterior recurso, en
la cantidad de 109.250 pesetas, viniendo a cargo del
condenado al pago, la Sra. Fuentes Hernández, hoy
recurrente en amparo.

g) Notificado el citado Auto a la recurrente el 14
de noviembre de 1995, ésta presentó escrito al día
siguiente instando la nulidad de actuaciones, alegando
que impugnó en su momento la tasación de costas, por
ser excesivos los honorarios del Letrado minutante y
por infracción de lo previsto en el art. 523 L.E.C. A ello
respondió el Juzgado por Auto de 21 de noviembre de
1995 en el que, apreciando el error manifiesto advertido,
acordó rectificar la frase en la que se afirmaba que no
hubo impugnación de la tasación en el sentido de recoger
que sí existió la impugnación pero fue desestimada por
resolución de 24 de octubre de 1995. Este Auto fue
notificado a la recurrente el 29 de noviembre de 1995,
habiéndole notificado previamente, con fecha de 2 de
noviembre de 1995, el Auto de 24 de octubre de 1995.

2. La demanda denuncia la vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva del art. 24.1 C.E. que, a juicio
de la recurrente, se ha producido porque el Auto de 6
de noviembre de 1995, luego rectificado mediante el
Auto de 21 de noviembre de 1995, no ha resuelto las
pretensiones que en su día fueron planteadas, al no con-
tener razonamiento alguno o fundamentación jurídica
sobre la improcedencia de aplicar al presente caso el
art. 523 L.E.C., por lo que existe una carencia de moti-
vación, que no puede interpretarse como desestimación
tácita de la pretensión.

3. Por providencia de 15 de noviembre de 1996,
la Sección Segunda acordó admitir a trámite el presente
recurso, tener por parte a la Procuradora designada de
oficio en representación de la recurrente y, de confor-
midad con el art. 51 LOTC, requirió al Juzgado de Primera
Instancia núm. 3 de Madrid para que remitiese testi-
monio de las actuaciones relativas al incidente de tasa-
ción de costas del juicio de cognición 731/92; intere-
sando, al propio tiempo, el emplazamiento de cuantos
fueron parte en el proceso judicial antecedente, con
excepción de la recurrente, para que pudieran compa-
recer en este proceso constitucional en el plazo de diez
días.

4. Por providencia de 13 de enero de 1997, se acor-
dó tener por recibidas las actuaciones remitidas por el
Juzgado y dar vista de las mismas a la recurrente y
al Ministerio Fiscal para que, en el plazo común de veinte
días, pudieran presentar las alegaciones que estimaran
procedentes.

5. Por escrito registrado el 1 de febrero de 1997,
la recurrente formuló sus alegaciones en las que, tras
dar por reproducidas las contenidas en la demanda,
advierte que tras el examen de las actuaciones se obser-
va que la tasación de costas impugnada fue aprobada
dos veces, primero, mediante el Auto de 24 de octubre
de 1995, que fue notificado el 2 de noviembre de 1995,
y la segunda vez, el 6 de noviembre de 1995, luego
rectificado por el Auto de 21 de noviembre de 1995,
pero que, además de la perplejidad jurídica que produce
la existencia de ambas resoluciones, en ninguna de ellas
se pronuncia el Juzgado sobre la pretensión relativa a
la aplicación al caso de lo previsto en el art. 523 L.E.C.,
por lo que existe la lesión del derecho a la tutela judicial
efectiva en que se sustenta la queja de amparo.

6. Mediante escrito registrado el 11 de febrero de
1997, el Ministerio Fiscal, tras exponer sucintamente
la doctrina de este Tribunal sobre el derecho a la tutela
judicial efectiva, entiende que su aplicación al caso enjui-
ciado obliga a conceder el amparo, al existir la vulne-
ración denunciada del derecho a la tutela judicial efectiva
del art. 24.1 C.E. La hoy demandante, condenada al pago
de las costas, impugnó la tasación practicada por con-
siderar excesiva la minuta del Letrado, al entender apli-
cable el contenido del art. 523 L.E.C. El órgano judicial
aprueba la tasación y el Auto, por un lado, contiene
un manifiesto error al estimar que no existió impugnación
de la tasación, lo que conduce a la falta de motivación,
omitiendo una contestación o respuesta a la pretensión
deducida que determina una incongruencia omisiva lesi-
va del art. 24.1 C.E. La parte, invocando el art. 267.2
y 3 L.O.P.J., denuncia el error manifiesto de la resolución
y la falta de contestación a la pretensión de aplicación
del art. 523 L.E.C. El Juzgado rectifica el error pero no
da contestación a la cuestión planteada en relación con
el art. 523 L.E.C.

7. Por providencia de 19 de noviembre de 1999,
se señaló para la deliberación y fallo del presente recurso
el día 29 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Dados los términos en que viene formulada la
demanda, el presente recurso de amparo tiene por objeto
dilucidar si los Autos de 6 y 21 de noviembre de 1995
del Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Madrid,
al no haberse pronunciado sobre las pretensiones impug-
natorias de la tasación de costas practicada por el Secre-
tario en el procedimiento del que trae causa el amparo,
han incurrido en una incongruencia omisiva vulneradora
del derecho a la tutela judicial efectiva de la recurrente.

2. Este Tribunal, en una reiterada y consolidada doc-
trina, ha venido declarando que el derecho a la tutela
judicial efectiva incluye el derecho a obtener de los órga-
nos judiciales una respuesta razonada y fundada en Dere-
cho a las pretensiones oportunamente deducidas por
las partes, de forma que cuando la Sentencia o la reso-
lución que ponga fin al procedimiento guarde silencio
o no se pronuncie sobre alguna de las pretensiones de
las partes, dejando imprejuzgada o sin respuesta la cues-
tión planteada a la consideración del órgano judicial,
se produce una incongruencia omisiva o ex silentio dene-
gadora de la justicia solicitada que lesiona el derecho
a la tutela judicial efectiva que se reconoce en el art.
24.1 C.E. En aplicación de esta doctrina se otorgó el
amparo en los casos resueltos, entre otras, por las SSTC
116/1986, 368/1993, 4/1994, 289/1994,
305/1994, 91/1995, 146/1995, 56/1996, 58/1996,
85/1996, 26/1997, 39/1997, 94/1997, 30/1998,
136/1998 y 1/1999.

No obstante, para apreciar esta lesión constitucional
debe tenerse en cuenta que no toda ausencia de pro-
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nunciamiento expreso a las cuestiones planteadas por
las partes produce una vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva, debiendo distinguirse, a estos efectos,
entre las alegaciones aducidas por las partes para fun-
damentar sus pretensiones, y las pretensiones en sí mis-
mas consideradas, pues mientras respecto de las pri-
meras no se hace necesaria, para la satisfacción del refe-
rido derecho fundamental, una contestación explícita y
pormenorizada a todas y cada una de ellas, pudiendo
bastar una respuesta global o genérica al problema plan-
teado, respecto de las pretensiones la exigencia de una
respuesta expresa se muestra obligada, aunque se admi-
te excepcionalmente la desestimación tácita de la pre-
tensión, siempre que del conjunto de los razonamientos
incluidos en la resolución y de las circunstancias con-
currentes en el caso, pueda inferirse razonablemente que
el órgano judicial tuvo en cuenta la pretensión y, exa-
minándola, tomó la decisión de desestimarla, omitiendo
sólo el pronunciamiento expreso, pero no la decisión
desestimatoria (SSTC 91/1995, 56/1996, 58/1996,
85/1996, 26/1997, 30/1998, 1/1999, entre otras).

3. En el presente caso, el examen de las actuaciones
revela que el 10 de marzo de 1995, el Secretario Judicial
practicó la tasación de costas, fijando el montante de
la condena en costas, impuesta a la demandada, en la
cantidad de 109.250 pesetas, correspondientes a la
minuta de honorarios del Letrado de la parte actora,
único concepto incluido en la tasación, que fue impug-
nada, en tiempo y forma, por la ahora recurrente con
fundamento en dos motivos. En primer lugar, se alegó
el carácter excesivo de los honorarios del Letrado inclui-
dos en la tasación, y en segundo lugar, se alegó la infrac-
ción del art. 523 L.E.C., por no haberse tenido en cuenta
la limitación prevista en su párrafo cuarto, lo que obligaba
a reducir la condena a una tercera parte de la cuantía
del proceso, lo que en el caso debatido, a juicio de la
recurrente, limitaba la cantidad a pagar por la deman-
dada a la suma de 33.333 pesetas.

Frente a esta impugnación, el Juzgado inició el pro-
cedimiento previsto en el art. 427 L.E.C., oyendo al Letra-
do minutante y confiriendo el traslado de los autos al
Colegio de Abogados que emitió el preceptivo dictamen
considerando ajustada la minuta de honorarios impug-
nada, tras lo cual se dictó el Auto de 24 de octubre
de 1995, en el que se desestimó la impugnación for-
mulada por ser excesivos los honorarios del Letrado,
sin hacer referencia alguna al motivo de impugnación
en el que se denunciaba la infracción del art. 523 L.E.C.
antes referida, cuestión que, por consiguiente, quedó
imprejuzgada. Este Auto, no obstante, no fue notificado
hasta el día 2 de noviembre de 1995.

Pese a la existencia del Auto de 24 de octubre de
1995 que se deja mencionado, el Juzgado dictó el Auto
de 6 de noviembre de 1995 por el que, tras afirmarse
erróneamente que la tasación de costas practicada el
10 de marzo de 1995 no había sido impugnada por
las partes, la aprobó sin ulterior recurso en la cantidad
de 109.250 pesetas, en que había sido practicada con
arreglo a la minuta del Letrado de la parte demandante
en el juicio de cognición.

Pues bien, aunque este Auto fue rectificado por el
emitido el 21 de noviembre de 1995, en el sentido de
precisar que sí había existido impugnación de la tasación
de costas en su día practicada, señalando que la misma
había sido resuelta por el Auto de 24 de octubre de
1995, el segundo Auto rectificatorio tampoco entró a
resolver el específico motivo de impugnación referido
a la infracción del art. 523 L.E.C., con lo que, en suma,
el órgano judicial aprobó definitivamente la tasación de
costas sin haberse pronunciado sobre la cuestión plan-
teada por la ahora recurrente, y en la que, invocando
la limitación contenida en el art. 523 L.E.C., solicitaba

la reducción de la condena en costas a una tercera parte
de la cuantía del litigio, por importe total o máximo
de 33.333 pesetas.

4. Lo antes expuesto revela que el Juzgado de Pri-
mera Instancia solamente dio respuesta, en los Autos
impugnados, a la pretensión reductora de la minuta del
Letrado, integrante de la tasación de costas, en cuanto
al importe de las partidas en sí mismas consideradas,
y sobre esta sola cuestión versó el dictamen del Ilustre
Colegio de Abogados de Madrid que mantuvo, como
ajustadas a los criterios de las Normas Orientadoras de
Honorarios Profesionales, las concretas partidas objeto
de impugnación. Pero quedó imprejuzgada la cuestión
expresamente planteada por la parte condenada al pago
de las costas e impugnante de su tasación, es decir,
la del límite o tope cuantitativo contenido en el párrafo
último del art. 523 de la Ley procesal civil, que, a juicio
de la ahora recurrente, procedía aplicar en función de
la cuantía del litigio establecida de conformidad con la
parte demandante y ascendente, según su tesis, a la
cantidad de cien mil pesetas. Tal cuestión, como factor
determinante de la correcta fijación del importe de las
costas procesales a satisfacer por la condenada en cos-
tas, requería una expresa respuesta por parte del órgano
judicial en los Autos dictados aprobando la tan repetida
tasación, respuesta eludida y que tampoco puede enten-
derse producida de forma tácita, pues tal inferencia no
se desprende en modo alguno del contenido y funda-
mentación de los Autos de 24 de octubre y de 21 de
noviembre de 1995, aprobatorios de la controvertida
tasación de las costas procesales.

Procede, en conclusión, estimar el presente recurso
de amparo y, conforme a lo prevenido en el art. 55.1
LOTC, restablecer a la recurrente en la integridad de
su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 C.E.), a cuyo fin hemos de declarar la nulidad de
los Autos de 24 de octubre, 6 y 21 de noviembre de
1995, dictados por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 3 de los de Madrid, por los que se aprobó la tasa-
ción de costas impugnada por la ahora demandante en
amparo, retrotrayendo las actuaciones del incidente pro-
cesal impugnatorio al momento anterior al de emitirse
el primero de los referidos Autos, a fin de que el men-
cionado Juzgado adopte la resolución pertinente, en
orden a si procede o no aprobar la tasación de costas
respecto del importe de la minuta presentada por el
Letrado Sr. López Vigil, atendido el motivo impugnatorio
consistente en el límite o tope máximo de la tercera
parte de la cuantía del proceso que prescribe el art. 523,
párrafo cuarto, de la Ley de Enjuiciamiento Civil, motivo
oportunamente alegado por la parte condenada en cos-
tas y ahora solicitante del amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la representación
de doña María Dolores Fuentes Hernández y, en su virtud:

1.o Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva
de la demandante (art. 24.1 C.E.).

2.o Declarar la nulidad de los Autos dictados por
el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de los de Madrid,
con fechas 24 de octubre, 6 de noviembre y 21 de
noviembre de 1995, recaídos en el incidente de impug-
nación de la tasación de costas practicada en el juicio
de cognición seguido ante dicho Juzgado bajo el núm.
731/92.



16 Martes 28 diciembre 1999 BOE núm. 310. Suplemento

3.o Retrotraer las actuaciones del mencionado inci-
dente procesal al momento inmediatamente anterior al
en que fue dictado el Auto de 24 de octubre de 1995,
a fin de que dicho Juzgado dicte nueva resolución en
la que se pronuncie sobre el motivo de impugnación
de la tasación de costas no resuelto.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintinueve de noviembre de mil
novecientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Pablo Cachón Vil lar.—Fernando Garrido
Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubri-
cado.

24554 Sala Segunda. STC 213/1999, de 29 de
noviembre de 1999. Recurso de amparo
27/1996. Promovido por don Miguel Barea
Veracruz frente a providencia del Juzgado de
lo Social num. 26 de Barcelona que tuvo por
no interpuesto un recurso de reposición con-
tra el Auto que fijó la cuantía de los salarios
de tramitación en un litigio por despido. Vul-
neración del derecho a los recursos legales:
inadmisión arbitraria de recurso de reposición
por no citar el precepto infringido.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 27/96, interpuesto
por don Miguel Barea Veracruz, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Carmen Hinojosa Mar-
tínez, con la asistencia letrada de don Jorge Luis Sainz
Pellón, contra la providencia del Juez de lo Social núm.
26 de Barcelona de 24 de noviembre de 1995 que tuvo
por no interpuesto el recurso de reposición intentado
por el recurrente. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha
sido Ponente el Magistrado don Guillermo Jiménez Sán-
chez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia el 2 de enero de 1996, y registrado en el Tribunal
el 4 del mismo mes y año, doña Carmen Hinojosa Mar-
tínez, Procuradora de los Tribunales, en representación
de don Miguel Barea Veracruz, interpone recurso de
amparo contra la providencia del Juez de lo Social núm.
26 de Barcelona de 24 de noviembre de 1995 que tuvo
por no interpuesto el recurso de reposición intentado
por el recurrente frente al Auto del mismo órgano judicial
de 6 de noviembre de 1995.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes de hecho:

a) Con fecha 14 de septiembre de 1995 se dicta
Sentencia por el Juez de lo Social núm. 26 de Barcelona,
en autos sobre despido seguidos a instancia de don

Rafael Araque Vera frente al recurrente, que estima par-
cialmente la demanda del trabajador, declarando la
improcedencia del despido y condenando, en consecuen-
cia, al recurrente de amparo a que opte entre readmitir
al trabajador o abonarle una indemnización equivalente
a 45 días de salario por año de servicio, con un tope
de 42 mensualidades, que asciende a la suma de
317.626 pesetas, y con abono, en todo caso, de los
salarios que ha dejado de percibir a razón del declarado
probado.

b) Con fecha 10 de octubre de 1995 el trabajador
solicita la ejecución de la Sentencia. Citadas las partes
a comparecencia, de acuerdo con el art. 277 L.P.L., y
estando conforme ambas sobre la imposibilidad de la
readmisión por cese de las actividades laborales y la
procedencia de la extinción de la relación laboral, se
dicta por el Juez de lo Social Auto de 6 de noviembre
de 1995 que declara extinguida la relación jurídico labo-
ral que venía rigiendo entre las partes, quedando obli-
gado el recurrente a abonar al trabajador las sumas de
317.626 pesetas, en concepto de indemnización, y de
918.400 pesetas, en concepto de salarios de trami-
tación.

c) Con fecha de 24 de noviembre de 1995 el
recurrente presenta escrito mediante el cual interpone
recurso de reposición frente al anterior Auto y solicita
que se «reponga el Auto reduciéndose la cantidad seña-
lada para salarios de tramitación». El recurso se formula
al estimar don Miguel Barea Veracruz que la cantidad
fijada por este concepto era «no ajustada a derecho»,
y «en base al art. 184 de la L.P.L.». En el mismo se
alega que esta cantidad se calcula hasta la fecha de
la comparecencia de las partes, el día 6 de noviembre
de 1995, habiendo tenido el recurrente conocimiento,
con posterioridad a la citada fecha, que el trabajador
venía prestando servicios para la empresa «Transmataró,
S. L.», al menos desde el 18 de septiembre de 1995,
tal y como se acredita con el informe de vida laboral
del trabajador expedido por la Administración de la Segu-
ridad Social que se acompaña. Además el recurrente
afirma que, tras diversas averiguaciones en empresas
del sector, y en particular en la anteriormente citada
empresa, tenía constancia de que el trabajador había
venido prestando servicios a otros empresarios, sin estar
dado de alta, desde el mes de julio.

d) Con fecha de 24 de noviembre de 1995 el Juez
de lo Social núm. 26 de Barcelona dicta providencia
en los siguientes términos: «El anterior escrito únase
a los autos de su razón. Habiéndose presentado recurso
de reposición sin citar el precepto legal que se supone
infringido, de conformidad con lo previsto en el art. 377
de la L.E.C., no ha lugar a tener por interpuesto recurso
de reposición contra la resolución de fecha 6 de noviem-
bre de 1995».

3. Se interpone recurso de amparo contra la pro-
videncia del Juez de lo Social núm. 26 de Barcelona
24 de noviembre de 1995, que tuvo por no interpuesto
el recurso de reposición intentado por el recurrente, ale-
gando que vulnera el art. 24 C.E. e interesando sea anu-
lada y se dicte otra que admita a trámite el recurso
de reposición.

Aduce el recurrente la jurisprudencia constitucional
(SSTC 69/1987, 113/1988, 162/1990, 213/1993,
entre otras) que ha afirmado que la interpretación de
la exigencia de citar los preceptos procesales infringidos
para acceder al recurso de reposición, cuando el recurso
se fundamenta en la infracción de preceptos sustantivos,
no se ajusta a las exigencias del art. 24.1 C.E. Se afirma
que la indefensión padecida radica en que el Juez de
lo Social ha realizado una interpretación rigurosa y exce-
siva del art. 377 L.E.C., produciéndole una clara inde-


